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Providencia:

Sentencia de 18 de septiembre de 2019

Radicación Nro.
66001-31-05-002-2015-00200-02

Proceso:

Ordinario Laboral

Demandante:

Bellalid Ríos Díaz  

Demandado:

Colpensiones

Litisconsorte:

Prosegur de Colombia S.A. Serdempo S.A.S.

Magistrado Ponente:
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
Juzgado Segundo Laboral del Circuito

TEMAS:
PENSIÓN DE VEJEZ / RÉGIMEN DE TRANSICIÓN / ACTO LEGISLATIVO 001 DE 2005 / PRESCRIPCIÓN DE APORTES PENSIONALES / NO APLICA MIENTRAS EL DERECHO PENSIONAL ESTÉ EN FORMACIÓN.
Según el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 son beneficiarios del régimen de transición quienes hubiesen cumplido 40 o 35 años al momento de entrar a regir la ley 100 de 1993, según se trate de hombres o mujeres, o quienes acrediten más de 15 años de servicios cotizados.

El Acto Legislativo 001 de 2005, por medio del cual se adicionó el artículo 48 de la Constitución Nacional, dispuso, en el parágrafo transitorio 4º, como fecha límite para la aplicación de dicho régimen el  31 de julio de 2010; excepto para los trabajadores que, acrediten como mínimo 750 semanas cotizadas o su equivalente en tiempo de servicios a la entrada en vigencia de dicha disposición, esto es, el 29 de julio de 2005, a los cuales cobija la anterior normatividad hasta el año 2014. (…)
En cuanto a la prescriptibilidad de los aportes, la Sala de Casación Laboral en sentencias CSJ SL792-2013, CSJ SL7851-2015, CSJ SL1272-2016, CSJ SL2944-2016, CSJ SL16856-2016 y más recientemente en la CSJ SL738-2018 ha sentado la posición consistente en que mientras el derecho pensional este en formación, la acción para reclamar los aportes pensionales no está sometida al fenómeno jurídico de la prescripción; razón por la que el reclamo hecho en este aspecto por parte de las sociedades recurrentes no prospera. (…)
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

Hoy, dieciocho de septiembre de dos mil diecinueve, siendo las dos de la tarde, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver los recursos de apelación interpuestos por la demandada ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES y las litisconsortes PROSEGUR DE COLOMBIA S.A. y SERDEMPO S.A., así como el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 30 de octubre de 2018, dentro del proceso que promueve la señora BELLALID RÍOS DÍAZ, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-002-2015-00200-02.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende la señora Bellalid Ríos Díaz que la justicia laboral declare que tiene derecho a que se le reconozca la pensión de vejez y con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la prestación económica a partir del 26 de diciembre de 2013, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.

Refiere que: Nació el 26 de diciembre de 1958, contando para el 1º de abril de 1994 con 35 años de edad; ha cotizado al sistema general de pensiones desde el año 1982 hasta el año 2014, acreditando más de las semanas exigidas para pensionarse, sin embargo, en su historia laboral no han sido registradas la totalidad de ellas, ya que no se reportan algunas semanas cotizadas con varios de sus empleadores, motivo por el que solicitó la corrección de la historia laboral, sin embargo, Colpensiones incorporó algunas de las semanas que no se registraron, pero no la totalidad de las que faltan; el 26 de diciembre de 2013 solicitó el reconocimiento de la pensión de vejez, siendo negada a través de la resolución Nº GNR 36249 de 2014; en contra de ese acto administrativo interpuso recurso de apelación, pero por medio de la resolución Nº VPB 18098 de 2014 fue confirmada la decisión inicial; en noviembre de 2014 intentó el reconocimiento de la pensión mediante acción de tutela, la cual fue declarada improcedente por parte del Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, al confirmar la decisión adoptada por el Juzgado Cuarto Civil Municipal de Pereira.

Al contestar la demanda -fls.66 a 71- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó el contenido de los actos administrativos relacionados anteriormente. Frente a los demás hechos manifestó que no eran ciertos o que no le constaban. Se opuso a las pretensiones proponiendo las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia del derecho”, “Cobro de lo no debido”, “Buena fe” y “Prescripción”.

Luego de ser vinculadas al proceso en calidad de litisconsortes necesarios, de acuerdo con la orden impartida por esta Corporación en auto de 8 de febrero de 2017 –fls.206 a 208- las sociedades Thomas Greg y Sons Transportadora de Valores hoy Prosegur de Colombia S.A. y Serdempo S.A.S. dieron respuesta al libelo introductorio –fls.245 a 248 y 266 a 270 respectivamente-, aceptando ambas que sostuvieron una relación laboral con la señora Bellalid Ríos Díaz entre las siguientes fechas: Con Prosegur de Colombia S.A. entre los años 1993 y 2012 y con Serdempo S.A.S. entre los años 1983 y 1993. Con base en ello aseguraron que cumplieron con sus obligaciones ante el sistema general de pensiones, respecto de su ex trabajadora. No se opusieron a las pretensiones encaminadas en contra de la Administradora Colombiana de Pensiones. Formularon las mismas excepciones de mérito de “Inexistencia de obligaciones”, “Buena fe” y “Prescripción”.

En sentencia de 30 de octubre de 2018, la funcionaria de primer grado determinó que la señora Bellalid Ríos Díaz sostuvo un vínculo laboral con la sociedad Thomas Greg & Sons Transportadora de Valores hoy Prosegur de Colombia S.A. entre el 28 de septiembre de 1982 y el 29 de febrero de 2012, en el que la empresa de servicios temporales Serdempo S.A.S. actuó como simple intermediaria entre el 19 de noviembre de 1987 y el 7 de septiembre de 1993.
Con base en ello y después de verificar con la historia laboral aportada por la Administradora Colombiana de Pensiones, condenó a la sociedad Prosegur de Colombia S.A. a cancelar los aportes en mora relacionados en el ordinal primero de la sentencia con sus correspondientes intereses, declarando solidariamente responsable a Serdempo S.A.S. del pago de los ciclos referidos en el ordinal segundo de la providencia.

Seguidamente abordó el tema del derecho pensional reclamado por la actora, declarando que ella como beneficiaria del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, el cual se le extiende hasta al año 2014 por cumplir con la densidad de semanas o tiempo de servicios exigido en el Acto Legislativo 01 de 2005, acredita los requisitos de edad y tiempo de cotización requerido en el Acuerdo 049 de 1990, motivo por el que condenó a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la pensión de vejez a partir del 1º de abril de 2014, en cuantía mensual equivalente a la suma de $1.430.526 y por 13 mesadas anuales, generándose a favor de la señora Bellalid Ríos Díaz un retroactivo pensional de $91.616.488 causado entre la referenciada calenda y el 30 de septiembre de 2018.
Si bien en las consideraciones de la providencia, la a quo expresó que había lugar al reconocimiento de los intereses moratorios previstos en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993 a partir del 1º de abril de 2014, lo cierto es que omitió ese punto a la hora de resolver el asunto y por tanto no reconoció a favor de la señora Ríos Díaz los referenciados intereses moratorios.

Finalmente condenó en costas a la entidad demandada en un 30%, a Serdempo S.A.S. en un 20% y a Prosegur de Colombia S.A. en un 50% a favor de la actora.

Inconformes con la decisión, la demandada Administradora Colombiana de Pensiones y los vinculados como litisconsortes necesarios Prosegur de Colombia S.A. y Serdempo S.A.S. interpusieron los correspondientes recursos de apelación, en los siguientes términos.

El apoderado judicial de la Administradora Colombiana de Pensiones manifestó que no se le puede responsabilizar de la mora en el pago de los aportes en el que incurrieron las sociedades vinculadas al proceso, pues esa es una carga que les incumbe a ellas, lo que implica que al no haber cumplido con esa obligación, no es factible reconocer la pensión de vejez a favor de la demandante.
En cuanto a los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, considera que no es posible reconocerlos por cuanto a la hora de resolver la situación pensional de la señora Ríos Díaz en sede administrativa, ella no contaba con los requisitos exigidos en la Ley para ello.
Idéntica situación acontece frente a las costas procesales, ya que las actuaciones de la entidad se han ajustado a la Ley y por tanto no era dable condena en ese aspecto.
Por su parte el apoderado judicial de las entidades vinculadas, expresó que en el expediente obra prueba suficiente con la que se demuestra que la señora Bellalid Ríos Díaz sostuvo varios contratos de trabajo con dichas entidades y no una sola relación laboral como lo definió el Juzgado Tercero Laboral del Circuito, lo que implica que no se pueda responsabilizar a Prosegur de Colombia S.A. por los aportes en mora que fueron señaladas por el juzgado entre el 28 de septiembre de 1982 y el 29 de febrero de 2012. 

Insiste que, como se dijo al dar respuesta al libelo introductorio, ambas entidades cumplieron con su deber de afiliar y cancelar los aportes a la seguridad social de la accionante que debían.
Considera también que la Administradora Colombiana de Pensiones, antes Instituto de Seguros Sociales, no hizo uso de las acciones de cobro en contra de esas entidades en el momento oportuno y por tanto esas obligaciones se extinguieron con el paso del tiempo.
Al haber resultado condenada la Administradora Colombiana de Pensiones, se dispuso también el grado jurisdiccional de consulta a su favor.
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver el siguiente PROBLEMA JURÍDICO:

¿Resulta procedente complementar la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito respecto al tema de los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 que no fue tenido en cuenta en la parte resolutiva de la providencia?
¿Quedó demostrado en el proceso que la señora Bellalid Ríos Díaz sostuvo una relación laboral con la sociedad Thomas Greg & Sons Transportadora de Valores hoy Prosegur de Colombia S.A. entre el 28 de septiembre de 1982 y el 29 de febrero de 2012 como lo definió la a quo?

De ser afirmativa la respuesta al interrogante anterior ¿Se encuentran prescritos los aportes en mora definidos en el curso de la primera instancia?
¿Es beneficiaria la señora Bellalid Ríos Díaz del régimen de transición establecido en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993?

¿Cumple la demandante los requisitos exigidos para que se le reconozca la pensión de vejez que solicita?

¿Es dable exonerar de condena en costas a la Administradora Colombiana de Pensiones?

Con el propósito de dar solución al interrogante es del caso analizar los siguientes aspectos jurídicos:

COMPLEMENTACIÓN DE SENTENCIAS DE PRIMERA INSTANCIA A CARGO DEL JUEZ DE SEGUNDO GRADO

Establece el inciso segundo del artículo 287 del CGP, que el juez de segunda instancia deberá complementar la sentencia del inferior, siempre y cuando la parte perjudicada con la omisión haya apelado.
RÉGIMEN DE TRANSICIÓN Y ACTO LEGISLATIVO 001 DE 2005.

Según el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 son beneficiarios del régimen de transición quienes hubiesen cumplido 40 o 35 años al momento de entrar a regir la ley 100 de 1993, según se trate de hombres o mujeres, o quienes acrediten más de 15 años de servicios cotizados.

El Acto Legislativo 001 de 2005, por medio del cual se adicionó el artículo 48 de la Constitución Nacional, dispuso, en el parágrafo transitorio 4º, como fecha límite para la aplicación de dicho régimen el  31 de julio de 2010; excepto para los trabajadores que, acrediten como mínimo 750 semanas cotizadas o su equivalente en tiempo de servicios a la entrada en vigencia de dicha disposición, esto es, el 29 de julio de 2005, a los cuales cobija la anterior normatividad hasta el año 2014.

EL CASO CONCRETO
Como quiera que la parte perjudicada con la omisión en la resolución del tema referente a los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, esto es, la parte actora, no interpuso recurso de apelación en ese aspecto, le queda vedada a esta Corporación la posibilidad de complementar la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito en ese sentido, y por tanto, debe advertirse que, de tener derecho a la pensión de vejez no hay lugar a emitir en esta sede ningún pronunciamiento frente a ello al haberse dispuesto a favor de la Administradora Colombiana de Pensiones el grado jurisdiccional de consulta.
En orden a resolver el recurso de apelación interpuesto por el apoderado judicial de las vinculadas Prosegur de Colombia S.A. y la empresa de servicios temporales Serdempo S.A.S., debe recordarse que al dar respuesta a la demanda, dichas entidades sostuvieron básicamente que entre ellas y la señora Bellalid Ríos Díaz existieron varios contratos de trabajo, los cuales se dieron en las fechas de reporte de novedades inmersas en su historia laboral –fls.292 a 298- y adicionalmente entre las fechas reportadas en los contratos de trabajo y liquidaciones aportadas por la demandante –fls.50 a 60-, pero sin aportar documento adicional que sustenten su defensa.

No obstante lo anterior, dentro del expediente administrativo allegado por la Administradora Colombiana de Pensiones -fls.90 a 146-, se encuentra documento emitido el 22 de mayo de 2013 por parte del Gerente de la Sucursal Pereira de la sociedad Prosegur de Colombia S.A. -fl.115- quien en aras de aclarar las inconsistencias en las semanas cotizadas a favor de la señora Bellalid Ríos Díaz, le informa a Colpensiones que ella fue trabajadora suya y de la EST Serdempo S.A.S.  entre el 28 de septiembre de 1982 y el 29 de febrero de 2012, documento que dicho sea de paso indicar, no fue objeto de controversia por parte de las entidades vinculadas en ninguna de las etapas procesales dispuestas para ese fin; prueba ésta que en conjunto con la historia laboral, los contratos de trabajo y sus respectivas liquidaciones, llevan a concluir que la demandante sostuvo un contrato de trabajo con Prosegur de Colombia S.A. entre las fechas señaladas anteriormente, en el que, según lo establecido por el juzgado de primera instancia, la EST Serdempo S.A.S. actuó como simple intermediaria durante varios periodos, aspecto éste último que no fue objeto de apelación por parte de ninguna de las dos sociedades accionadas y que lleva a la Sala a confirmar la decisión tomada en ese sentido, dando aplicación al principio de consonancia previsto en el artículo 66A del CPT y de la SS.

Bajo ese entendido y después de contrastar la información suministrada por Prosegur de Colombia S.A. –fl.115- con la historial laboral allegada por Colpensiones –fls.292 a 298-, se tiene que la sociedad empleadora se encuentra en mora en el pago de los aportes al sistema general de pensiones a favor de su extrabajadora Bellalid Ríos Díaz en los siguientes periodos: 2 de diciembre de 1982 a 20 de marzo de 1983, 23 de abril de 1983 a 27 de septiembre de 1983, 26 de octubre de 1983 a 18 de noviembre de 1987, 27 de febrero de 1988 a 9 de junio de 1988, 10 de septiembre de 1988 a 5 de marzo de 1989, 27 de mayo de 1989 a 29 de enero de 1990, 12 de abril de 1990 a 20 de septiembre de 1990, 20 de diciembre de 1990 a 6 de mayo de 1993, 3 de septiembre de 1993 a 7 de septiembre 1993, 11 de agosto de 1999 a 30 de agosto de 1999 y 1º de septiembre de 1999 a 30 de septiembre de 1999; tal y como lo determinó la a quo en el ordinal primero de la sentencia objeto de análisis, por lo que a las 1148,57 semanas de cotización que se encuentran reportadas en la historia laboral de la accionante, habrán de adicionarse un total de 471,86 que corresponden a los periodos en mora relacionados anteriormente.
En cuanto a la prescriptibilidad de los aportes, la Sala de Casación Laboral en sentencias CSJ SL792-2013, CSJ SL7851-2015, CSJ SL1272-2016, CSJ SL2944-2016, CSJ SL16856-2016 y más recientemente en la CSJ SL738-2018 ha sentado la posición consistente en que mientras el derecho pensional este en formación, la acción para reclamar los aportes pensionales no está sometida al fenómeno jurídico de la prescripción; razón por la que el reclamo hecho en este aspecto por parte de las sociedades recurrentes no prospera.
De esta manera queda resuelto el recurso de apelación interpuesto por las sociedades vinculadas.

En lo que concierne al grado jurisdiccional de consulta dispuesto a favor de la Administradora Colombiana de Pensiones, se tiene que según la copia de la cédula de ciudadanía –fl.13- la señora Bellalid Ríos Díaz nació el 26 de diciembre de 1958, por lo que a 1º de abril de 1994 tenía cumplidos 35 años de edad, lo que la hace beneficiaria del régimen de transición establecido en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, sin embargo, como ella cumplió los 55 años de edad en el año 2013, para continuarse beneficiando del mencionado régimen más allá del 31 de julio de 2010 y hasta el 31 de diciembre de 2014, le correspondía acreditar que para el 29 de julio de 2005, fecha en que entró en vigencia el Acto Legislativo 01 de 2005, tenía cotizadas o servicios equivalentes a 750 semanas, y de acuerdo con la información reportada en la historia laboral –fls.292 a 298- más las semanas en mora por cuenta del exempleador Thomas Greg & Sons Transportadora de Valores hoy Prosegur de Colombia S.A., para esa calenda la actora tenía cotizaciones y tiempo de servicios correspondientes a 1174,43 semanas, lo que le permite extender el régimen de transición hasta el 31 de diciembre de 2014.

Como se aprecia en la historia laboral de la actora –fls.292 a 298- antes de la entrada en vigencia del sistema general de pensiones ella se encontraba sometida al régimen pensional dispuesto en el Acuerdo 049 de 1990, el cual exige a sus afiliadas para acceder a la pensión de vejez, alcanzar los 55 años de edad y tener cotizadas 1000 semanas en toda la vida laboral.
La edad mínima, como se advirtió precedentemente, la cumplió la señora Ríos Díaz en el año 2013, más exactamente el 26 de diciembre de esa anualidad, al haber nacido en la misma fecha del año 1958 y de acuerdo con la información dispuesta en la historia laboral –fls.292 a 298- con la adición de las semanas calificadas en mora, en toda la vida laboral la demandante contabiliza un total de 1620,43 semanas, que le permiten acceder al derecho pensional.
En cuanto a la fecha de disfrute, como la accionante efectuó su última cotización al sistema general de pensiones el 31 de marzo de 2014, tiene derecho a empezar a devengarla a partir del 1º de abril de 2014 como correctamente lo definió la a quo.
Como el IBL fue liquidado por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito con base en los aportes efectuados en los últimos 10 años efectivos de cotización, como se aprecia en los anexos visibles a folios 302 y 303, en sede de consulta se verificará si el valor arrojado se encuentra ajustado.

Según la siguiente tabla que se pone de presente a los asistentes y que hará parte del acta que se levante con ocasión de esta audiencia, el IBL de los últimos 10 años efectivos de cotización equivale a la suma de $1.589.506, que al aplicarle la tasa de reemplazo del 90%, arroja una mesada pensional para el 1º de abril de 2014 del orden de $1.430.555, la cual resulta levemente superior a la obtenida por el Juzgado de Conocimiento que fue del orden de $1.430.526, que se mantendrá en aplicación del principio de la no reformatio in pejus.

De acuerdo con el Acto Legislativo 01 de 2005, tiene derecho la demandante a que se le reconozcan 13 mesadas anuales.

A continuación se actualizara el retroactivo pensional causado desde el 1º de abril de 2014 hasta el 31 de julio de 2019, advirtiéndose que ninguna de las mesadas causadas se encuentra cobijadas por el fenómeno de la prescripción.
Conforme se ve en el anexo, tiene derecho la señora Bellalid Ríos Díaz a que se le reconozca por concepto de retroactivo pensional la suma de $111.175.164, lo que genera que se modifique el ordinal quinto de la sentencia objeto de estudio únicamente con el fin de actualizar la condena.
En lo que tiene que ver con el reclamo hecho por el apoderado judicial de la Administradora Colombiana de Pensiones respecto a las costas de primera instancia, estima la Sala que su imposición en un 30% se ajusta a lo preceptuado en el artículo 365 del CGP, en consideración a que resultó vencida en el proceso después de haberse opuesto a las pretensiones, sin que ninguna de las excepciones de mérito, incluida la de prescripción, hayan quedo probadas en el plenario.
Costas en esta instancia a cargo de las entidades recurrentes en un 100%. 
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. MODIFICAR el ordinal QUINTO de la sentencia proferida el 30 de octubre de 2018, en el sentido de CONDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES a reconocer y pagar a favor de la señora BELLALID RÍOS DÍAZ por concepto de retroactivo pensional causado entre el 1º de abril de 2014 y el 31 de julio de 2019, la suma de $111.175.164.
SEGUNDO. CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia objeto de estudio.
TERCERO. CONDENAR en costas en esta instancia a las entidades recurrentes en un 100%

Decisión notificada en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
        ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
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